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P. de la C. 1701
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6 u de noviembre de 2023
A LA CÁMARA DE REPRESENTANTES DE PUERTO RICO:
La Comisión Anti-Corrupción e Integridad Pública de la Cámara de Representantes del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, previo estudio y consideración, recomienda la aprobación del Proyecto de la Cámara 1701, con enmiendas.  
Alcance de la Medida
El Proyecto de la Cámara 1701, en adelante “P. de la C. 1701”, propone crear la “Ley de la Oficina Anticorrupción e Integridad Pública del Estado Libre Asociado de Puerto Rico”; establecer el “Registro de Personas Convictas por Corrupción”; crear el “Grupo Interagencial Anticorrupción”; enmendar el Artículo 12 de la Ley Núm. 9 de 24 de julio de 1952, según enmendada; derogar la Ley Núm. 2 de 23 de febrero de 1988, según enmendada; derogar la Ley 15-2017, según enmendada, conocida como “Ley del Inspector General de Puerto Rico”; derogar la Ley 1-2012, según enmendada, conocida como “Ley Orgánica de la Oficina de Ética Gubernamental de Puerto Rico”; eliminar el inciso (u) del Artículo 18 y derogar  los Artículos 48, 49 y 50 de la Ley 205-2004, según enmendada, conocida como “Ley Orgánica del Departamento de Justicia”; a los fines de establecer la Oficina Anticorrupción e Integridad Pública (OAIP) con plena independencia y autonomía administrativa, presupuestaria y operacional para liderar el procesamiento de delitos de alto perfil consumados por servidores y exservidores públicos; reestructurar la autoridad para prevenir, investigar y procesar las denuncias o querellas por violentar la ética gubernamental; centralizar la investigación, litigación y procesamiento de crímenes de corrupción y violaciones a la ética gubernamental; adscribir la facultad de preintervención mediante auditorías sobre la operación gubernamental y prevenir conducta contraria al interés público antes de que se consume el acto delictivo; adscribir el Registro de Personas Convictas por Corrupción y Delitos Relacionados bajo la custodia de esta entidad; crear la figura del Fiscal de Corrupción Pública y el Fiscal Especial Anticorrupción, su jurisdicción y funciones; y establecer medidas transitorias.
Análisis de la medida
En su exposición de motivos, el P. de la C. 1701 comienza indicando que en 1988 se estableció la Oficina del Panel del Fiscal Especial Independiente (en adelante, OPFEI) como la entidad responsable de procesar criminalmente a funcionarios y exfuncionarios de alto perfil, conforme a la jurisdicción limitada dispuesta en su mandato. Dicha oficina se estructuró como una entidad separada e independiente del Departamento de Justicia para evitar señalamientos de tratos preferenciales e influencias indebidas en el trámite penal-investigativo. Por lo tanto, la política pública vigente dividió el proceso penal en dos sistemas parcialmente interconectados, pero independientes entre sí: el Departamento de Justicia mantuvo el procesamiento criminal de personas naturales y jurídicas particulares, pero trasladó la jurisdicción para procesar a funcionarios y exfuncionarios públicos de alto perfil a la OPFEI.

Prosigue la declaración de propósitos señalando que, actualmente, la OPFEI es liderada por la figura de un presidente o presidenta, con la responsabilidad de administrar la agencia y presidir un panel de tres exjueces nombrados por el gobernador, con el consejo y consentimiento de la Cámara de Representantes y el Senado de Puerto Rico. En un contexto práctico, el panel actúa como un cuerpo colegiado y, con el voto mayoritario de sus integrantes, determina el curso de acción de cada investigación tramitada conforme a la Ley Núm. 2, supra, por lo que preventivamente cuenta con dos (2) miembros alternos, quienes únicamente intervienen cuando se suscita una inhibición u otra circunstancia extraordinaria. Esta figura es nombrada por un término de diez (10) años y recibe inmunidad cuasi-judicial por la labor realizada.

El Artículo 4 de la Ley de la OPFEI contiene una lista taxativa de los funcionarios y exfuncionarios sujetos a su autoridad. Estos son los siguientes:

(a) el Gobernador;

(b) los secretarios y subsecretarios de los departamentos del Gobierno;

(c) los jefes y subjefes de agencias;

(d) los directores ejecutivos y subdirectores de las corporaciones públicas;

(e) los alcaldes;

(f) los miembros de la Asamblea Legislativa de Puerto Rico;

(g) los asesores y ayudantes del Gobernador;

(h) jueces;

(i) los fiscales;

(j) los registradores de la propiedad;

(k) los procuradores de relaciones de familia y menores;

(l) toda persona que haya ocupado los cargos anteriormente reseñados, a quien se le impute la comisión de cualquier delito grave y menos grave incluido en la misma transacción o evento, o cualquier delito contra los derechos civiles, la función pública o el erario mientras ocupaba uno de los referidos cargos, sujeto a que la designación del fiscal especial independiente se realice dentro de los cuatro (4) años siguientes a la fecha en que cesó en su cargo.

De esta forma, la política pública vigente reconoce que existen funcionarios y exfuncionarios que pudieran tener la capacidad de influenciar el trámite penal ordinario para recibir un trato preferencial y exigir privilegios sancionados por ley. El problema, según se expone, es que la ley actual creó una estructura paralela que le ha costado millones de dólares al erario, mediante la cual la OPFEI revisa las investigaciones realizadas por los fiscales de la Oficina de Integridad Pública y Asuntos del Contralor (DIPAC) del Departamento de Justicia y determina si procede la radicación de cargos criminales. Ante ello, se arguye que el diseño actual de un cuerpo investigativo “independiente” resultó ser una mera ficción jurídica, toda vez que el ordenamiento penal está sujeto a la investigación y recopilación de la prueba que debe realizar, y actualmente realiza, el Departamento de Justicia. Por esta razón, se señala que, luego de 34 años de experiencia desde la creación de este modelo dual, liderado por la OPFEI, el principal resultado ha sido una estructura de procesamiento de delitos anacrónica, obsoleta, sin independencia, ineficaz, e ineficiente, construida sobre un sinfín de capas burocráticas que simplemente fracasó. 

Más adelante se plantea que, en el año 2012, la Asamblea Legislativa reconoció las deficiencias del modelo y se autorizó a sí misma, a la Oficina del Contralor, a la Oficina de Ética Gubernamental y a las agencias federales a remitir directamente al Panel informes sobre conducta constitutiva de delito. Sin embargo, esta iniciativa no tuvo los resultados esperados y, por el contrario, la experiencia ha sido la siguiente:

1. El marco jurídico para el procesamiento de altos funcionarios está plagado de capas de burocracia siendo este un modelo ineficaz e ineficiente.

2. La OPFEI realiza y sustenta sus investigaciones en prueba e investigaciones elaboradas y primeramente obtenidas por DIPAC, derrotando uno de sus fundamentos de que el proceso de investigación y encausamiento de altos funcionarios sea independiente.

3. La validación de la OPFEI del trabajo investigativo del Departamento de Justicia significa una duplicidad de trabajo que incrementa el gasto público en millones de dólares de fondos públicos. 
4. Existe la necesidad de consolidar el procesamiento de los crímenes de corrupción en una única entidad, verdaderamente independiente.
5. Se propende la impunidad, ya que los términos actuales para el procesamiento de crímenes de corrupción son insuficientes, dado a que se encuentran segmentados en dos (2) fases. Esto tiene como resultado un proceso extenso, pero un tiempo limitado para que cada una de las entidades investigativas realice adecuadamente su trabajo. 
6. La OPFEI cuenta con abogados privados contratados para brindar sus servicios profesionales para re-investigar los casos ya investigados por los fiscales auxiliares del Departamento de Justicia. Dichos abogados obtienen una compensación por hora, representando un gasto excesivo en comparación con los resultados obtenidos. 
7. Las agencias federales concernientes obtienen convicciones con relación a los altos funcionarios para los cuales la OPFEI no asignó un Fiscal Especial Independiente o dicho Fiscal no logró una convicción.
8. Los ciudadanos cada vez recurren menos a las autoridades locales para denunciar la corrupción pública, producto de la desconfianza prevaleciente, resultado de la impunidad.
Por otro lado, la medida trae a colación una serie de estadísticas provistas por la propia OPFEI a la Comisión informante a raíz de un informe producto de la Resolución de la Cámara 350. Dicho informe, el cual comprende los últimos diez (10) años, revela lo siguiente:
•
2012: ocho (8) casos atendidos

•
2013: seis (6) casos atendidos

•
2014: tres (3) casos atendidos

•
2015: cuatro (4) casos atendidos

•
2016: cuatro (4) casos atendidos

•
2017: siete (7) casos atendidos

•
2018: cinco (5) casos atendidos

•
2019: seis (6) casos atendidos

•
2020: once (11) casos atendidos

•
2021: seis (6) casos atendidos

•
2022: dos (2) casos atendidos

Además, en dicho informe se detallan los totales de casos presentados por los FEI en los pasados diez (10) años, los cuales son: 
•
2012: catorce (14) casos presentados

•
2013: dos (2) casos presentados

•
2014: tres (3) casos presentados

•
2015: tres (3) casos presentados

•
2016: cinco (5) casos presentados

•
2017: nueve (9) casos presentados

•
2018: cinco (5) casos presentados

•
2019: seis (6) casos presentados

•
2020: once (11) casos presentados

•
2021: seis (6) casos presentados

•
2022: dos (2) casos presentados 
Con relación a la presentación de cargos, la OPFEI no los presentó para los siguientes casos por año:
· 2012: siete (7) casos no se presentaron cargos

· 2013: uno (1) casos no se presentaron cargos

· 2014: dos (2) casos no se presentaron cargos

· 2015: dos (2) casos no se presentaron cargos

· 2016: uno (1) casos no se presentaron cargos

· 2017: cuatro (4) casos no se presentaron cargos

· 2018: dos (2) casos no se presentaron cargos

· 2019: dos (2) casos no se presentaron cargos

· 2020: siete (7) casos no se presentaron cargos

Con relación a los servicios profesionales, la OPFEI presentó pagos para los fiscales independientes por servicios profesionales, los cuales se desglosan de la siguiente forma:
· 2012: $655,725.00

· 2013: $1,744,225.00

· 2014: $56,000.00

· 2015: $705,787.50

· 2016: $810,787.38

· 2017: $692,187.50

· 2018: $824,494.75

· 2019: $950,687.50

· 2020: $822,625.00

· 2021: $943,900.00

· 2022: $859,500.00
Comparando la cantidad de casos atendidos con los servicios profesionales pagados a los FEI podemos observar lo siguiente:
· 2012: catorce (14) casos presentados para un costo de servicios profesionales de $655,725.00

· 2013: dos (2) casos presentados para un costo de servicios profesionales de $1,744,225.00

· 2014: tres (3) casos presentados para un costo de servicios profesionales de $56,000.00

· 2015: tres (3) casos presentados para un costo de servicios profesionales de $705,787.50

· 2016: cinco (5) casos presentados para un costo de servicios profesionales de $810,787.38

· 2017: nueve (9) casos presentados para un costo de servicios profesionales de $692,187.50

· 2018: cinco (5) casos presentados para un costo de servicios profesionales de $824,494.75

· 2019: seis (6) casos presentados para un costo de servicios profesionales de $950,687.50

· 2020: once (11) casos presentados para un costo de servicios profesionales de $822,625.00

· 2021: seis (6) casos presentados para un costo de servicios profesionales de $943,900.00

· 2022: dos (2) casos presentados para un costo de servicios profesionales de $859,500.00

Con relación a los gastos administrativos y salarios de los empleados de la OPFEI por los pasados diez (10) años (nómina y costos relacionados; facilidades y servicios públicos; servicios comprados; gastos de transportación; servicios profesionales; otros gastos; materiales y suministros; y compra de equipo) el total es el siguiente:
•
año fiscal 2011-2012: $427,282.07

•
año fiscal 2012-2013: $472,489.35

•
año fiscal 2013-2014: $517,012.61

•
año fiscal 2014-2015: $425,222.63

•
año fiscal 2015-2016: $442,568.97

•
año fiscal 2016-2017: $467,035.77

•
año fiscal 2017-2018: $436,787.01

•
año fiscal 2018-2019: $404,658.12

•
año fiscal 2019-2020: $347,364.62

•
año fiscal 2020-2021: $421,065.63

En resumen, la OPFEI destina alrededor de $450,000.00 anuales para gastos de nómina y costos relacionados, y han gastado un total de $4,361,486.78 durante los últimos diez (10) años por dicho concepto. A ello se suman $9,065,919.63 en la contratación de fiscales independientes, y otros $2,708,450.12 en el costo de la tramitación de los casos, ello sin tomar en cuenta el año en curso. De otra parte, la DIPAC, del 2007 al 2021, ha efectuado un total de ciento ochenta y ocho (188) referidos a la OPFEI. De estos referidos, sesenta y cuatro (64) han tenido recomendaciones para la designación de un Fiscal Especial Independiente y ciento veinticuatro (124) no han tenido tal recomendación.
Por otro lado, la medida señala que el análisis del modelo anticorrupción actual no estaría completo sin analizar las funciones relacionadas a la prevención, evaluación y ética del servicio público.  Estas funciones se encuentran fraccionadas en otras agencias sin conexión entre sí, la Oficina de Ética Gubernamental (OEG) y la Oficina del Inspector General (OIG).  A tales efectos, también se presentan estadísticas sobre las mismas. Así, y en apretada síntesis, OEG desembolsa alrededor de $7,000,000.00 en nómina y gastos relacionados anualmente, para un total de $68,089,197.00 en la operación de dicha oficina por espacio de una década.  Ello contrasta con la poca capacidad que demuestra la OEG para recaudar sus propias multas, a saber, solo logró el cobro de $1,023,609.70 en multas administrativas entre 2012 y 2022.
A parte de los gastos que se detallan anteriormente también se denuncia que, debido a la desvinculación de agencias que debieron trabajar en armonía para combatir la corrupción, la OEG ha presentado casos por meras apariencias y mal investigados que derivaron en pérdida de tiempo y de recursos públicos. Sobre ello ha dicho el Tribunal Supremo de Puerto Rico que “... la ley pretende evitar que los funcionarios públicos incurran en conducta que sugiera la apariencia de conflicto de intereses y que pueda provocar desconfianza en las instituciones gubernamentales. No obstante, en vista del propósito de la Ley de Ética Gubernamental, la mera apariencia de conflicto de intereses, por sí sola, no puede conllevar el que automáticamente se encuentre a un funcionario público incurso en una violación ética.” O.E.G. v. Cordero, Rivera, 154 D.P.R. 827, 853-854 (2001), OEG. v. Concepción Bonilla, 183 D.P.R. 695 (2011), OEG v. Santiago Guzmán, 188 D.P.R. 215. (2013).”.  Y, tan reciente como en el año 2022, el Alto Foro volvió a pronunciarse sobre que “...no cualquier conducta que aparente representar un conflicto ético o una incompatibilidad con las funciones gubernamentales de un empleado público, por sí sola, debe ser considerada como una infracción punible bajo esta disposición. Esto es así, pues la amplitud con la que puede ser interpretada una prohibición de este tipo no puede representar, en lo absoluto, una carta blanca para que la mínima percepción sea procesada y castigada, sin tomar en consideración la totalidad de la prueba y sin eliminar el peso de factores externos que puedan incidir directamente sobre el asunto.”  O.E.G. vs Martínez Giraud, 2022 T.S.P.R. 93.
En cuanto a la OIG, creada en el 2017, se asevera que la misma fue incrementando su presupuesto operacional progresivamente. En 2019, el presupuesto asignado fue de $2,180,000.00.  En el año 2020 se asignaron $2,285,000.00; en 2021 se le asignaron $12,548,000.00 y para 2022, otros $13,990,000.00, lo que representa un incremento de $11,810,000.00 de dinero público. Ello se contrasta con el hecho de que en cinco (5) años desde su creación, la OIG ha llevado a cabo 14 investigaciones y atendido 21 querellas de las cuales 7 -al 1 de julio de 2022- se encontraban “[E]n curso”.  Se aduce que la mayor parte de su trabajo se ha concentrado en ofrecer adiestramientos internos y externos, atender planteamientos vía correo electrónico y su línea confidencial, así como realizar intervenciones.
Luego de describir el modelo actual de investigación y adjudicación de delitos de corrupción y su costo, la declaración de propósitos se enfoca en proponer una nueva estructura unificada, verdaderamente independiente y eficaz. Este organismo se conocerá como la Oficina Anticorrupción e Integridad Pública (en adelante, OAIP), la cual asumirá la responsabilidad de liderar la política pública integrada de la investigación y el procesamiento de servidores y exservidores. La misma tendrá plena discreción para adoptar los acuerdos colaborativos que entienda necesarios cuando exista jurisdicción concurrente con las autoridades federales, con el propósito de maximizar los recursos disponibles en la lucha contra el crimen y cumplir con la política pública de cero tolerancias a la corrupción gubernamental.  
El nuevo organismo contaría con varios elementos claves esenciales para su funcionamiento operacional. Estos son:

· Un elemento gerencial para brindar dirección a la oficina, mantener la responsabilidad interna, tomar y revisar las decisiones críticas del día a día, asignar recursos, establecer prioridades investigativas y comunicar el trabajo de la agencia. 
· Un elemento investigativo responsable de identificar los casos y recopilar suficiente información y evidencia para apoyar la elaboración de la decisión sobre qué curso de acción seguir.
· Un elemento legal mediante el cual se tomará la responsabilidad del procesamiento de los casos penales y administrativos, y producirá el asesoramiento jurídico, tanto para uso interno de la propia agencia como para hacer la referencia frente a los otros componentes del Poder Ejecutivo y la Legislatura.

· Un elemento preventivo que atenderá y trazará las estrategias para prevenir la corrupción y formulará los materiales y programas para adiestrar el personal, según sea necesario.

· Un elemento educativo encargado de producir y difundir el material sobre la naturaleza y alcance de los efectos de la corrupción y cómo combatirla.

En adición, se crea la figura del Director de la OAIP, nombrado por el Gobernador de ternas sometidas por cada una de las escuelas de derecho locales que estén acreditadas; el Colegio de Abogados y Abogadas de Puerto Rico; la Asociación de Abogados de Puerto Rico; y el Colegio de Contadores Públicos Autorizados de Puerto Rico. Requerirá el consejo y consentimiento de dos terceras (2/3) partes de los miembros de la Cámara de Representantes y el Senado del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. 

La medida crea, además, la figura del Fiscal de Corrupción Pública con iguales requisitos rigurosos de nombramiento, cuyas funciones se ejercerán por un (1) solo término, de modo que se mantenga una renovación permanente de los funcionarios públicos responsables de procesar los crímenes de cuello blanco en nuestra jurisdicción. Asimismo, y reconociendo las preocupaciones legítimas sobre posibles conflictos de interés, se crea la figura del Fiscal Especial Anticorrupción, quien será designado únicamente cuando se determine que la investigación o el encausamiento de una persona o asunto por parte de la OAIP representa un conflicto de interés. Las personas así nombradas no podrán incorporarse al servicio público hasta luego de cinco (5) años de culminado su nombramiento.

De otra parte, el proyecto crea un nuevo Grupo Interagencial Anticorrupción, compuesto por el(la) Director(a) de la OAIP; el(la) Contralor(a); el(la) Secretario(a) del Departamento de Hacienda; el(la) Comisionado(a) del Negociado de la Policía de Puerto Rico; y cualquier otro miembro que sea invitado por el(la) Director(a) de la OAIP.  Este grupo, a ser dirigido por el(la) Director(a) de la OAIP, celebrará reuniones al menos una (1) vez al mes en la Oficina e invitará a participar de sus reuniones al Fiscal a cargo de la Oficina de Puerto Rico del Departamento de Justicia Federal y al Agente Especial a cargo de la Oficina de Puerto Rico del Negociado Federal de Investigaciones (FBI, por sus siglas en inglés).
Por último, se incluye en la ley propuesta el Registro de Personas Convictas por Corrupción, a fin de brindar la publicidad necesaria sobre las personas naturales o jurídicas que hayan traicionado la confianza del pueblo puertorriqueño y que las mismas no pueden ser nombradas o contratadas en el servicio público. 
La exposición de motivos del P. de la C. 1701 termina por afirmar que se necesita mucha voluntad política para desarrollar e implementar medidas que permitan identificar y erradicar la corrupción, así como atajar la evolución de los nuevos esquemas. A tales efectos, una nueva generación se propone transformar el modelo ineficaz actual de procesamiento por delitos de corrupción, por uno más eficaz y coherente que le devuelva a la ciudadanía la confianza en sus instituciones de gobierno.
Alcance del Informe
La Comisión Anti-Corrupción e Integridad Pública de la Cámara de Representantes celebró paneles de diálogo, vistas públicas y recibió memoriales explicativos de las siguientes personas y entidades:

· Lcdo. Leo Aldridge Kontos (Abogado, Periodista y Analista Político)
· Lcdo. Julio Fontanet Maldonado (Decano y Catedrático de la Escuela de Derecho de la Universidad Interamericana de Puerto Rico)
· Dr. Efraín Hernández Acevedo (Abogado, Catedrático Asociado y Director del Departamento de Ciencias Sociales de la Universidad Interamericana de Puerto Rico)
· Dr. Javier Morales Vargas (Psicólogo, Presidente y Consultor Principal de Competitive Consulting)
· Issel Masses Ferrer y Johnny F. Rullán (Fundadora y Directora Ejecutiva de la organización Sembrando Sentido y Co-fundador de la organización Somos Más, respectivamente)
· Lcdo. Hiram Meléndez Juarbe (Catedrático y Decano Asociado de la Escuela de Derecho de la Universidad de Puerto Rico)
· Lcda. Georgina I. Candal Segurola (Profesora - Escuela de Derecho de la Universidad de Puerto Rico)
· Puerto Rico Lawyers Association
· Sindicato de Policías Puertorriqueños
· Lcda. Emmalind García García (Profesora Adjunta de la Escuela de Derecho de la Universidad de Puerto Rico)
· Dra. Elsie Ruiz Santana (Directora del Departamento de Criminología, Administración Pública y Consejería en Rehabilitación Clínica de la Pontificia Universidad Católica de Puerto Rico)
· Dr. Hernán Vera Rodríguez (Director del Observatorio de Sociedad, Gobernanza y Políticas Públicas de la Pontificia Universidad Católica de Puerto Rico)
· Lcdo. Ernesto Hernández Milán (Profesor de la Escuela de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Puerto Rico)
· Lcdo. Harry Padilla Martínez (Abogado en la práctica privada)
· Oficina de Ética Gubernamental
· Oficina del Inspector General 
· Arturo Avilés Hernández (Presidente del Capítulo de Puerto Rico del Instituto de Auditores Internos)
· Oficina del Panel sobre el Fiscal Especial Independiente
· Oficina del Contralor de Puerto Rico

· Departamento de Justicia
Con los referidos escritos y ponencias nos encontramos en posición de realizar el debido análisis respecto al P. de la C. 1701.
Resumen de ponencias
El 16 de agosto de 2023 se celebró la primera Vista Pública en el Teatro de la Facultad de Derecho de la Universidad Interamericana de Puerto Rico, se constituyó un panel para dialogar sobre los P. de la C. 1701 y P. de la C. 1702. En el mismo, participaron cinco (5) panelistas y discutieron en términos generales las referidas medidas y el problema de la corrupción gubernamental. A continuación, se exponen las opiniones vertidas por los siguientes panelistas:
Lcdo. Leo Aldridge Kontos
El Lcdo. Leo Aldridge Kontos considera, en primer lugar, que en términos de procesamiento criminal el sistema federal cuenta con más recursos que el Estado Libre Asociado. Dio cuenta de que la estructura de la Oficina del Panel del Fiscal Especial Independiente (en adelante, OPFEI) surge por razones históricas bajo la filosofía de que el Ejecutivo, quien controla al Departamento de Justicia, debe hacerse a un lado cuando se procesa a un funcionario público. Además, planteó que la OPFEI siempre va a tener problemas de jurisdicción. Su jurisdicción tiene que estar limitada a ciertos delitos contra la función pública, con lo que se derrota cualquier sombra de parcialidad. De lo contrario, considera que se seguirá acudiendo a las autoridades federales para procesar este tipo de casos.

A su vez, el licenciado Aldridge opinó que la percepción negativa que el Pueblo pueda tener sobre la OPFEI se debe a que este organismo se arroga facultades que la Asamblea Legislativa no le ha otorgado expresamente, yendo más allá de su radio de acción al pretender procesar a ciudadanos privados que nada tienen que ver con la gestión pública, o que no han actuado ilegalmente en acuerdo con un funcionario público. Recordó que el propio Tribunal Supremo de Puerto Rico ha resuelto que sólo en circunstancias excepcionales se justifica la intervención de un fiscal especial, por lo que la OPFEI no tiene facultad para determinar el alcance de su propia jurisdicción. Por ello, enfatizó en la necesidad de que la jurisdicción del organismo tiene que ser precisamente definida. Según éste, tiene que quedar claro que quien único puede procesar a un ciudadano privado es el Departamento de Justicia. 

Sobre la compensación de los fiscales, consideró que la estructura actual de abogados por contrato, que facturan por hora, puede dar lugar a la apariencia de que llevan casos para cobrar más, y que la forma de evitar esa apariencia es crear una plantilla de abogados con salarios fijos.

Finalmente, trajo a colación que debería considerarse la figura del Fiscal Especial que se nombra en los Estados Unidos para circunstancias muy particulares. De esta manera, se evitaría toda la burocracia de la OPFEI.
Lcdo. Julio Fontanet Maldonado
El licenciado Fontanet comenzó su exposición, agradeciendo la iniciativa de esta Comisión por celebrar las vistas públicas más cerca de la gente en lugar de hacerlas en el Capitolio. En cuanto a los temas atendidos por el panel, el licenciado Fontanet comenzó señalando que el Departamento de Justicia Federal es más efectivo que las autoridades locales en el procesamiento de funcionarios imputados de corrupción porque cuentan con más recursos investigativos, más tecnología y menos limitaciones constitucionales como, por ejemplo, la capacidad de poder grabar conversaciones telefónicas. Sin embargo, entiende que el problema mayor de la OPFEI es que insta acciones que no debería. Al igual que el licenciado Aldridge, opinó que hay que trabajar más en delimitar la jurisdicción del OPFEI para que no puedan acusar a personas privadas y definir qué delitos pueden perseguir.

Al entrar a discutir la confianza de los puertorriqueños en la OPFEI, el también Catedrático de Derecho de la Universidad Interamericana elaboró sobre el contexto histórico en que surge la oficina en Puerto Rico. Recordó que para los sucesos del Cerro Maravilla hubo varias investigaciones del Departamento de Justicia que no concluyeron nada.  Sin embargo, una investigación del Senado de Puerto Rico reveló que lo que allí hubo fue un asesinato ordenado por las altas esferas del Gobierno. Por esa razón, se consideró que era necesario crear una estructura independiente del Poder Ejecutivo para investigar funcionarios públicos. 

El licenciado Fontanet entiende que el problema principal de la OPFEI radica en algunos de los casos injustificados que presentan. También recordó que cuando fue Presidente del Colegio de Abogados y se estudió el tema, se hicieron algunas recomendaciones. En primer lugar, que fuera un fiscal quien recomendara las investigaciones y no un panel de jueces. En segundo lugar, que los fiscales especiales independientes no pueden estar bajo contrato. En su lugar, cree que deben tener una iguala, así acusen o no acusen, porque no exista razón para ello. 

En cuanto a la manera en que se deben nombrar los fiscales, señaló estar de acuerdo con el propuesto en el P. de la C. 1701, ya que es cónsono con las recomendaciones del Colegio de Abogados y Abogadas de crear una estructura de selección que no sea por contratos.

Sobre el efecto preventivo de las penas actuales, Fontanet señaló que no son disuasivas. A modo de ejemplo, dijo que en los lugares donde existe la pena de muerte, es donde más asesinatos ocurren. No hay una correlación entre las penas más severas y la reducción del crimen. Considera que lo que debe haber son más recursos para procesar los casos.

Finalmente, se expresó sobre cómo se puede mejorar la capacitación de los funcionarios públicos en ética y prevención de la corrupción. Sobre el particular, dijo que la educación comienza en el hogar con la enseñanza de valores. Se trata de cambiar como sociedad y evitar evaluar a las personas por las cosas que poseen.
Dr. José Efraín Hernández Acevedo
En su exposición, el doctor y licenciado Hernández Acevedo concurrió con sus homólogos en que las agencias federales son más efectivas que las locales en combatir la corrupción porque cuentan con más recursos y mejores herramientas. Añadió que el sistema federal actúa más rápido porque tiene menos limitaciones constitucionales. Por otro lado, señaló que en lo federal se respeta el sistema de mérito, contrario a Puerto Rico donde la politización es un problema. Opinó que las contrataciones -que incluyen la OPFEI - son políticas y que existe la percepción de que todo está políticamente motivado. 

Al igual que el licenciado Fontanet, considera que el OPFEI a veces presenta casos inmeritorios e insignificantes, pero también que el Gobierno ha claudicado a su deber de llevar casos para que, en su lugar, los tramiten los federales, con la peligrosa intención de que vulneren derechos constitucionales.

De otra parte, consideró que la gente no tiene confianza en la OPFEI porque la misma se ha desvirtuado. En su opinión, las vistas que han sido televisadas han dejado muy mal parados a los fiscales independientes y, añadió, que cuando la oficina cita su por ciento de convicciones anteriores es porque “viven de glorias pasadas”, de manera que la mala percepción que hoy día se tiene de ellos ha sido “bien ganada”. Fue tajante al señalar que la OPFEI debe eliminarse, así como la contratación de abogados para ejercer funciones de fiscal, y aplaude la propuesta de fiscales especiales nombrados con salarios fijos para evitar la percepción que emana del sistema actual de que se llevan casos solo para facturar más horas.

Sobre el efecto preventivo de las penas actuales señaló que hay que repensar la manera en que combatimos la corrupción. Criticó que las medidas solo se enfoquen en más penas y más multas, pero no en la educación. Entiende que hay que dar más énfasis a la educación, sobre todo, en Administración Pública y que hay que recuperar el sistema de mérito. Señaló también que, con educación efectiva, se evitan los problemas que luego derivan en actuaciones corruptas.

Al preguntársele sobre cómo se puede mejorar la capacitación de los funcionarios públicos en ética fue enfático en que la corrupción siempre existirá, pero que se combate con educación. Considera que deben exigirse cursos de educación continua en Administración Pública y no reducirlos a la mera participación, sino que hay que evaluar a los funcionarios. 
De otra parte, el doctor Hernández Acevedo aplaudió la propuesta de unificar las agencias que combaten la corrupción. Entiende que, aparte de todos los documentos que se les exige a los contratistas, debe exigírseles también una certificación que acredite que estos recibieron educación en temas éticos y sus regulaciones. Considera que tan importante son las sanciones, como lo es la inhabilitación del funcionario.

El profesor considera que las multas por obtener información privilegiada y confidencial para negocios son muy lenientes considerando la magnitud de los contratos. Además, cree que las sanciones deben incluir a los directivos de las corporaciones que violen la ley y no solo al ente jurídico. En cuanto a las reclamaciones del Estado para recuperar daños al erario, entiende que tienen que ser compulsorias y no discrecionales. Además, deben incluir los casos que fueron probados en el foro federal.

Por otro lado, considera que hay que ponerles un límite a las órdenes ejecutivas al amparo de la Ley 20-2017, ya que abren la puerta a burlar las regulaciones relacionadas a la contratación gubernamental durante periodos de emergencia.

Añadió que la corrupción se combate con educación continua donde se acredite el conocimiento adquirido, tanto de contratistas como de empleados, y no meramente con la participación en cursos. Esa educación debe incluir la Administración Pública, pues entiende que es esencial para quienes la ejercen y un antídoto a la corrupción. Para ello propone que las certificaciones sean emitidas por entidades bonafide como las escuelas de Administración Pública de las universidades del país e impartidas por profesores a tiempo completo. Brindó como ejemplo el Programa de Educación Jurídica Continua de los abogados y que su incumplimiento conlleve la inhabilitación hasta que se cumplan los requisitos, así como multas. El mismo debe ser tomado por todo funcionario y empleado público, sin excepciones, salvo los egresados de algún programa en Administración Pública.

Finalmente, propuso un programa de becas para que el gobierno pague a sus empleados por la educación continua o grados académicos en Administración Pública.
Dr. Javier Morales Vargas
El Dr. Javier Morales Vargas trató el tema desde el punto de vista psicológico. Considera que la corrupción es un problema conductual, por lo que hay que preguntarse por qué la gente es corrupta y dio varias razones: por ignorancia, incompetencia y la conducta antisocial. El problema es que no hay respuesta para atenderlo adecuadamente por la vinculación política del corrupto. Por ello, señaló que el primer paso para combatir la corrupción es despolitizar las instituciones.

El doctor Morales entiende que no se pueden seguir investigando casos de corrupción con viejas metodologías. Y ello no quiere decir que haga falta más presupuesto, sino que los investigadores tengan mayor competencia. También hay que eliminar la percepción incorrecta de que los corruptos están solo en el gobierno, sino que abundan en la empresa privada. Según este, el problema son los contratos a privados. De manera que el problema se divide, por un lado, en la incompetencia de los funcionarios y, por otro lado, la contratación privada.

En cuanto a la confianza de los puertorriqueños en la OPFEI, señaló que dependerá de las competencias. Ello es esencial por la complejidad del problema. Por otro lado, considera que las penas ayudan, pero no lo suficiente si el corrupto mantiene sus contratos. Hay que quitarle el dinero al corrupto para que no vea la corrupción como una inversión necesaria para ganar. Criticó que a veces al privado que corrompe no se le procesa. Por ello, entiende que solo dejándolos sin dinero podrá desincentivar la corrupción.

Sobre la capacitación de los funcionarios públicos en ética señaló que tiene que haber un componente educativo porque estos deben tener claro lo que es ética y moral. Un funcionario debe saber que la corrupción tiene consecuencias más allá del acto corrupto; que habrá daños colaterales. Por ejemplo, el dinero robado es dinero que no llega a los servicios.
Issel Masses Ferrer y Johnny F. Rullán

La Directora Ejecutiva de Sembrando Sentido, Issel Masses Ferrer, expresó que, según estudios que han realizado, la contratación pública supone un gran riesgo para la corrupción. Estos dijeron que las contrataciones representan cerca de 50% del gasto público y estimaron que, a causa de la corrupción gubernamental, entre un 10% y un 25% del valor de los contratos en el gobierno, es decir, unos $3,100 millones del presupuesto de contrataciones se podrían perder como resultado de la corrupción, el mal manejo de recursos y la ineficiencia en la administración. 
Sobre el P. de la C. 1701, destacaron el enfoque en la especialización en el tema de corrupción, la creación de Fiscales de Corrupción Pública para representar al gobierno en este tipo de casos; otorgar recompensas monetarias a personas cooperadoras o alertadoras; la creación de un periodo de enfriamiento para que personas nombradas dentro de la oficina especializada se incorporen al servicio público; entre otras cosas. Sin embargo, sobre el tema de la centralización sostienen que, si bien la creación de un ente especializado podría significar un mejor manejo del tema de la corrupción - especialmente en casos complejos - puede ser complicado que una sola agencia maneje todos los campos y/o tareas requeridas, sobre todo, si no cuenta con los recursos suficientes.
Por otro lado, señalan que, para la mayoría de los puestos creados, no se incluye como requisito contar con preparación en materia de corrupción, transparencia, fiscalización, finanzas, lavado de dinero, evasión contributiva y responsabilidad corporativa. Así también, que el proyecto adolece de requerimientos de educación y adiestramientos para los empleados de la OAIP.
En cuanto al nombramiento de(la) Director(a), sugieren que se abra todavía más el proceso para que organizaciones de la sociedad civil y otros grupos que trabajan el tema de la corrupción y la gobernanza, además de los que ya dispone la medida, puedan presentar candidatos(as). Además, sostienen que este funcionario debe contar con amplia experiencia y preparación académica en el área de ética, gobernanza, política pública, auditoría y fiscalización, y que su salario debe ser equivalente al del Contralor. 
Otro asunto que sugirieron en relación con la prevención en la contratación es que se lleven a cabo procesos evaluativos, más que informativos, particularmente sobre las enmiendas en exceso del 10% de la cuantía original de los contratos. Asimismo, que se incluya alguna disposición sobre la penalidad ante el incumplimiento con este requisito de notificación.
Sobre la División de Auditoría e Investigaciones que crea el proyecto, a ser dirigida por el Subdirector o Subdirectora de la OAIP, entienden que este funcionario debe contar con al menos siete (7) años de experiencia profesional en materia de transparencia, fiscalización, rendición de cuentas y/o políticas anticorrupción. Además, que debe contar con probada independencia, imparcialidad e integridad durante su trayectoria profesional, así como que debe escogerse dentro de un proceso participativo.

El otro tema que traen a colación lo es el del Registro de Personas Convictas por Corrupción. Sobre este asunto, sugieren que se aclare que dicho registro incluirá a personas naturales y jurídicas como sucede con el registro actual. Además, que contenga un resumen del delito, la cuantificación de los fondos públicos malversados y los detalles de la sentencia, incluyendo la pena de reclusión, multa y restitución de daños que se haya impuesto, si alguna. También entienden que se deben requerir certificaciones negativas de corrupción por parte de las personas naturales o jurídicas a contratarse o reclutarse.
Finalmente, en lo que al Grupo Interagencial Anticorrupción se refiere, sostienen que este debe incluir, de forma participativa y objetiva, representantes de la sociedad civil por ser estos quienes directamente sufren la corrupción. En adición, sugieren que se les debe requerir que publiquen alguna minuta o documento informativo de las discusiones y acuerdos (no confidenciales) efectuados en las reuniones para conocimiento y reacción del Pueblo.
El 30 de agosto de 2023 se celebró la segunda Vista Pública en el Salón Corte de la Escuela de Derecho de la Universidad de Puerto Rico, comparecieron los siguientes deponentes:
Prof. Hiram Meléndez Juarbe
El profesor y licenciado Meléndez Juarbe, primero en deponer, limitó su ponencia a comentar dos (2) aspectos que considera fundamentales, a saber, 1) las estructuras para el nombramiento del Director de la OAIP y 2) los mecanismos para su remoción que propone el P. de la C. 1701.
El también Decano Asociado de la Escuela de Derecho de la UPR señaló que, aunque entiende la intención de proponer que el Gobernador tendrá que escoger el candidato a dirigir la OAIP de una terna sometida por entidades públicas y privadas que se indican en la medida, en nuestro esquema constitucional, el poder de nombrar corresponde al Gobernador. Eso podría levantar una bandera. No obstante, considera que no sería inapropiado enviarle una lista sugiriéndole candidatos, pero que, indicarle quién tendría que ser esa persona, podría ser inconstitucional. Lo mismo aplica a los grupos que crearían la terna. Estos podrían proponer nombres, pero no se les puede obligar a ello. Si no quieren sugerir a nadie, eso es parte de la libertad de expresión.

También dijo que la cláusula “holding over” es algo que se propone a menudo, pero podría encontrar tropiezos porque como se está exigiendo que el nombramiento sea aprobado por los dos (2) cuerpos legislativos, con dos terceras (2/3) partes de sus miembros, ello podría crear un tranque que extendería el nombramiento original por tiempo indefinido.

En cuanto al segundo aspecto de la remoción, consideró que era correcto que se enumeraran las causas, pero que el poder de remoción de un funcionario de la Rama Ejecutiva corresponde al Gobernador. De manera que las causas que se impongan no podrían afectar la facultad del Primer Ejecutivo.

A la pregunta sobre qué se podría hacer si el Gobernador tiene causa, pero no lo remueve, el Prof. Meléndez entiende que aun así le corresponde a este removerlo. Dijo que el poder de residenciamiento que emana de la Constitución del Estado Libre Asociado es para usarlo contra funcionaros específicos que aparecen allí. Si fuera un ciudadano que demanda al Gobernador para que actúe, el profesor entiende que debería tener “standing”, haber sufrido un daño claro y palpable (ej. un investigado, una víctima). Para ello debería haber una causa definida en la ley. Aun así, entiende que el Gobernador podría plantear que la facultad de remover es de él y que, si la legislatura no podría obligarlo, menos podría hacerlo un ciudadano cualquiera. 

En cuanto a que si el Gobernador fuese en contra de sus propios actos por haber firmado una ley que tenía un proceso de ternas y luego decide nombrar a una persona diferente a las sugeridas, la contestación de un tribunal sería que no le darían paso a la doctrina de los actos propios porque lo que se trata de proteger es la separación de poderes.

Ante el planteamiento de que el Presidente de la Comisión Estatal de Elecciones lo escogen los comisionados electorales, el profesor entiende que eso también sería inconstitucional, pero nadie lo ha retado por la realidad política, y lo mismo podría pasar con el nombramiento de la OAIP. 

Sobre el consejo y consentimiento por los dos (2) cuerpos legislativos, dijo que es algo que se ha incluido en otras leyes, pero la Constitución dice que quien confirma es el Senado. Solo ciertos cargos que se enumeran en la Constitución requieren ser aprobados por los dos (2) cuerpos. No obstante, dijo que lo cierto es que no se han retado las leyes que requieren aprobación tanto por Cámara como Senado.

Finalmente, recomendó enmiendas para que el proceso de ternas sea opcional tanto para el Gobernador como para los grupos o entidades que harían las recomendaciones y que la remoción, aunque se incluyan las posibles causas, corresponda solo al Gobernador. En cuanto a la preocupación del “holding over”, no ve problemas con que se comience a evaluar a un candidato antes de que ocurra la vacante al término de 12 años.
Lcda. Georgina I. Candal Segurola 
La también profesora de la Facultad de Derecho de la Universidad de Puerto Rico comenzó felicitando a la Comisión por la iniciativa de atender el tema de la corrupción. 

La deponente explicó que la corrupción no es un delito sin víctimas, ya que impacta más a los grupos desventajados, los pobres, las mujeres y los inmigrantes que son quienes más dependen de servicios. Comentó que, en el 2015, la Comisión de Derechos Civiles publicó el Informe sobre Derechos Humanos y Corrupción el cual: 1) analiza la corrupción y 2) hizo unas 200 recomendaciones. El informe reafirma la política pública de cero tolerancias a la corrupción y establece el modelo que deben seguir los empleados públicos. Afirma que se deben escoger personas de acuerdo con sus competencias y experiencias.

En cuanto al P. de la C. 1701, considera que es un acierto la consolidación de todos los componentes anticorrupción en una sola oficina. El segundo acierto es que dispone esfuerzos educativos a todos los funcionarios, pero que estos deben ser reforzados por expertos en ética e investigación forense. Criticó que, actualmente, la Oficina de Ética Gubernamental, aunque ofrece adiestramientos, falla en ese tema porque no solo se trata de tomar un curso, hay que conocer los resultados de este. Por ello, recomendó un “Observatorio Independiente contra la Corrupción”.

Otra recomendación que hizo la profesora Candal fue integrar en el currículo del Departamento de Educación principios éticos desde grados elementales.
Por otro lado, elogió que el P. de la C. 1701 contenga unos requisitos rigurosos para la selección del Director y los Fiscales que se nombren, pero entiende que lo mismo debe requerirse para el resto del personal de la oficina que se cree. Hay que exigirles cierto nivel de competencia.

Recomendó que el Registro de Personas Convictas por Corrupción se le tenga que notificar a todas las ramas de gobierno.

Luego hizo recomendaciones para Artículos específicos del proyecto que la Comisión consideró.

Finalmente, la profesora Candal recomendó que se revise el Hatch Act, 5 U.S. 7321-7326, donde se establecen prohibiciones a los empleados federales que participan en campañas políticas. Entiende que se debe educar al Pueblo sobre el tema de la corrupción; elevar a rango constitucional el principio de mérito; crear salas especializadas para casos de corrupción y prohibir que contratistas de gobierno donen a campañas políticas para terminar con el inversionismo político. Sobre el tema de la consolidación, volvió a indicar que lo favorece porque se hace un mejor uso de fondos públicos; es más juicioso y eficiente. Sobre la participación ciudadana, añadió que hay que hacerla partícipe de los esfuerzos anticorrupción. También hay que educar a la ciudadanía porque gran parte de esta ve la corrupción como algo normal y que “todos son iguales”. Esa percepción se cambia con educación.
Puerto Rico Lawyers Association
De entrada, la Asociación de Abogados de Puerto Rico, representada por su Presidente, Lcdo. Ferdinand Ocasio Vélez, indicó que favorecían todo esfuerzo encaminado a mejorar la confianza de los puertorriqueños en sus instituciones y que la discusión de las propuestas contenidas en el P. de la C. 1701 es un paso en la dirección correcta. No obstante, puntualizaron que suelen brindar total deferencia al criterio de los legisladores de proponer y aprobar legislación para establecer política pública.
Ahora bien, sobre medidas que impactan directamente el ejercicio de la abogacía o el funcionamiento de la propia asociación sí suelen expresarse. En ese sentido, en lo que respecta al requisito del proyecto para que ciertas entidades -incluyendo la suya- le sometan al Gobernador una terna de candidatos para la posición de Director de la Oficina Anticorrupción e Integridad Pública y para Jueces Administrativos, así como una recomendación favorable para los candidatos a Fiscales de Corrupción Pública, dicen no tener objeción alguna. Sin embargo, entienden que la medida debe enmendarse a los efectos de establecer un límite a la cantidad de candidatos que cada entidad debe proponer al Gobernador.

Sobre el resto de las disposiciones del proyecto, como afirmaron al principio, prefieren otorgar deferencia a la determinación que tome la Asamblea Legislativa luego de analizar la necesidad y conveniencia de cambiar las estructuras existentes que atienden el tema de la corrupción.
Sindicato de Policías Puertorriqueños
Finalmente, depusieron el Presidente del Sindicato de Policías Puertorriqueños, el Sr. Ismael Rivera Román, y el Director del Capítulo del NIE del Sindicato, Agte. Víctor Tirado Lebrón. Estos destacaron brevemente el historial del Negociado de Investigaciones Especiales (NIE), las funciones de este y su jurisdicción sobre distintas materias, incluida la corrupción gubernamental. De esta última, se preguntan por qué no se ha podido atajar este mal social, económico y político a pesar de tantas leyes y artículos del Código Penal dedicados a ello. Atribuyeron el problema a que los esfuerzos están diluidos y los roles desvirtuados. Con esto quieren decir que hay demasiadas agencias haciendo lo mismo, pero como los recursos se distribuyen entre todas ellas, terminan siendo poco efectivas.

Trajeron a colación como ejemplo que la OEG a veces investiga lo mismo que está investigando el NIE y no hay comunicación efectiva entre ambos entes. Según dijeron, puede pasar que, a veces, los testigos que declararon ante Ética no quieran hacerlo ante el NIE. Ello puede paralizar las investigaciones. Se quejó de que la OEG habla directamente con los fiscales del Departamento de Justicia, pero no con el NIE.
Por otro lado, dijo desconocer si en los “Task Forces” en los que participa la OEG existe esa comunicación, pero no con el NIE. Tampoco pudo precisar en cuántos casos esto ha sucedido, pero afirmó que sucede y que es un problema serio.

En cuanto a las recomendaciones, lo que creen que debe hacerse es que el NIE mantenga su integridad administrativa, pero que sea el brazo investigativo de la OAIP. Esto le permitiría al NIE retener sus facultades para investigar otros asuntos.

También recomendaron que se revise el protocolo de las grabaciones orales no telefónicas porque es muy complejo y largo, lo que dificulta las investigaciones. Detalló que, bajo el sistema actual tienen que: 1) hacer la evaluación, 2) hacer un escrito extenso, 3) llevarlos al Comisionado del NIE, 3) luego llevarlos a un fiscal quien vuelve a revisar y, por último, 5) a la Oficina del Secretario de Justicia, donde pasa otro tiempo indeterminado. Dijeron que el problema radica en que cuando finalmente se autoriza la grabación, ha pasado tanto tiempo que ya no se puede grabar a los testigos. Por tanto, recomiendan que se revise el mecanismo para poder usarlo en casos de corrupción.

Al final de su exposición concluyeron que existe duplicidad en la estructura investigativa actual y que el P. de la C. 1701 ayudará a resolver tales problemas.
Lcda. Emmalind García García
La licenciada García García no pudo participar de la vista pública por compromisos académicos previos, pero envió comentarios escritos que aquí resumimos. En primer lugar, la también profesora de la Escuela de Derecho de la Universidad de Puerto Rico y ex jueza del Tribunal Apelativo dijo favorecer la creación de un solo organismo que realmente fiscalice las gestiones gubernamentales sin favoritismos ni apegos político-partidistas, que logre el gobierno limpio que nos merecemos como país.

Sobre el tema de las ternas para presentarle candidatos idóneos al Gobernador se mostró a favor. Añadió que el poder de nombramiento del principal ejecutivo se comparte con el poder constitucional de la Rama Legislativa de dar consentimiento y confirmar los nombramientos. Fue más allá, y señaló que el poder de nombramiento del Ejecutivo puede ser limitado por la Asamblea Legislativa cuando a los nominados se le asignan tareas legislativas o adjudicativas como ocurre con el P. de la C. 1701.

No obstante, mostró preocupación a que se limiten a un (1) solo término los cargos que crea la medida. Según esta, esa limitación podría desincentivar que personas honestas quieran ocupar el puesto porque de antemano sabrían que, a pesar de haber tenido una ejecutoria ejemplar, no serían re nominados.  Ello podría implicar que, al no tener una fuente de ingreso asegurada, se viera tentado a buscar relaciones para obtener un empleo o contrato al culminar el término. En ese sentido, considera que el proyecto resulta muy restrictivo y no incentiva una carrera anticorrupción.
Finalmente, puntualizó que, a raíz de su experiencia como jefa de recursos humanos y asuntos laborales en el Gobierno, podía asegurar que la inmensa mayoría de los servidores públicos son honestos y trabajadores. 
El 1 de septiembre de 2023 se celebró la tercera Vista Pública en el Teatro Mons. Vicente Murga en la Escuela de Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Puerto Rico. Allí comparecieron y depusieron las siguientes personas:
Dra. Elsie Ruiz Santana 
La primera en deponer fue la Dra. Elsie Ruiz Santana, quien comenzó señalando que en Puerto Rico ha habido un aumento en la corrupción y que no hay datos más allá de los que se informan en la página electrónica de la Oficina de Ética Gubernamental. Sostuvo que ya no se pueden consultar informes internacionales. 

De entrada, favoreció la creación de la Oficina Anticorrupción e Integridad Pública, pero tuvo reservas con la eliminación de la OEG.  Fue enfática en que la dilatación que emana del sistema actual - Oficina del Inspector General (OIG), Oficina de Integridad Pública del Departamento de Justicia y el Panel del Fiscal Especial Independiente (PFEI) - provoca que muchos actos de corrupción queden impunes. Así, entiende que la creación de la OAIP agilizará los procesos y evitará la duplicidad de funciones y la impunidad.
A preguntas de la Comisión, reiteró que sus reservas con la eliminación de la OEG se deben a que esta atiende los asuntos administrativos o más “pequeños”, mientras que los casos de mayor relevancia los atiende la Oficina de Integridad Pública del Departamento de Justicia y el PFEI. Además, tuvo reservas con el salario propuesto para el Director de la OAIP, por lo que señaló que habría que compararlo con el de otros jefes de agencia.

En cuanto a los contratos en el Gobierno, sostuvo que los de más de $100 mil dólares deben presentarse a la OAIP. Esto para evitar que se fragmenten los contratos más grandes buscando evadir su fiscalización. Sostuvo que la historia reciente evidencia que los actos corruptos se han dado con contratos de menor cantidad.

Por otro lado, la profesora entiende que los funcionarios públicos electos deben ser separados de sus cargos y que no devenguen salarios cuando se les investigue por corrupción. Según ésta, no se debe esperar a la determinación de causa en Regla 6.  Dijo que ello evitaría que se vicie el proceso y que así, el señalado podría dedicarse a preparar su defensa. Adujo que estos funcionarios deben tener un “standing” más alto. Aclaró, sin embargo, que lo anterior no significa que se le deba destituir del cargo.

Sobre el tema de la educación, al igual que muchos otros deponentes, esta señaló que es clave, en especial, la educación en Administración Pública. Sostuvo que debe enmendarse la medida para incluir requisitos en esta materia a los funcionarios públicos. También dijo estar de acuerdo en que la educación ética debe comenzar desde la escuela elemental y en que el principio de mérito debe ser la razón principal del empleo público. Y añadió que se debe educar a la ciudadanía sobre corrupción para que sepa identificarla y denunciarla.

Por último, puntualizó que las estructuras anticorrupción actuales se han vuelto obsoletas y que la nueva estructura que se propone cumple con los propósitos de atajar la corrupción.
Dr. Hernán Vera Rodríguez 
El Director del Observatorio de Sociedad, Gobernanza y Políticas Públicas de la Pontificia Universidad Católica de Puerto Rico, comenzó agradeciendo a la Comisión por la apertura y el interés en la participación ciudadana que supone realizar las Vistas Públicas en Ponce. Acto seguido discutió los hallazgos de un estudio que estimó los costos económicos de la corrupción y la pobre gobernanza en Puerto Rico en $527 millones anuales entre los años 2000 y 2017, cifras similares a las brindadas por pasados contralores de Puerto Rico. Dijo que el estudio se basó en un modelo del Banco Mundial.

Señaló que la corrupción está en todos los niveles y no parece disminuir. Por eso elogió las medidas bajo estudio que buscan poner al día la legislación vigente y cerrar las grietas o fisuras por las cuales se cuela la corrupción. Aplaudió la consolidación de estructuras anticorrupción que busca el P. de la C. 1701, pues ello supone eficiencia y economía administrativa que puede tener un impacto positivo en la lucha contra los corruptos, en especial, el nombramiento de Fiscales de Corrupción Pública en lugar de abogados por contrato como ocurre actualmente.

Sobre el tema de la educación, también coincidió que debe educarse a los funcionarios y que deben incorporarse cursos de ética en el currículo educativo desde edades tempranas.

A preguntas de los Representantes, contestó que los funcionarios que incurren en conductas antiéticas se les debe penalizar con multas, restitución, servicio comunitario, etc. En el caso de conducta criminal debe ser con cárcel. También se le preguntó qué era lo más importante que la Comisión debería tomar en cuenta para la propuesta OAIP. A ello respondió que se debía combatir la impunidad y que, como educador que es, se le debe dar especial atención al rol de la educación.
En cuanto al tema de dónde se está fallando actualmente, dijo que debe haber más participación ciudadana. Señaló que hay que promover un “Portal de Transparencia” donde se compartan detalles de contrataciones gubernamentales, su cuantía, duración, cómo se seleccionó al proveedor y quiénes son los propietarios y directivos (en los casos que se trate de empresas). Destacó que lo importante es que el ciudadano tenga acceso a la información de manera fácil.

Cuando se le preguntó dónde había más corrupción, dijo que en la contratación. Señaló que hay que velar quién negocia los contratos por parte del gobierno porque la “grasa” se mueve en los contratos privados.

Luego pasó a indicar que las estructuras gubernamentales deben tener fecha de expiración. No son inmortales; de vez en cuando hay que “refrescarlas”. A esos efectos, recomendó que se viera el Informe de la Comisión de Derechos Civiles sobre Derechos Humanos y Corrupción.

Por último, dijo que la meta debe ser aislar de la influencia corrosiva del partidismo y los intereses privados nuestras instituciones públicas, y establecer mejores prácticas de administración y política pública. 
Lcdo. Ernesto Hernández Milán
El próximo en deponer lo fue el Lcdo. Ernesto Hernández Milán. Este comenzó su exposición señalando que la OPFEI, por años, no ha cumplido su propósito. Dijo que el 92% de convicciones que esta se atribuye incluye negociaciones en las que se reclasifican delitos graves a menos graves. Añadió que las derrotas en casos de alto perfil se traducen en una desconfianza por parte de la ciudadanía. Asimismo, cuestionó que no se le diera más énfasis al NIE para investigar la corrupción y consideró que la OEG no debe ser parte de la nueva Oficina Anticorrupción que se propone, sino que se debe reestructurar la misma. Sin embargo, sí cree que el NIE debe ser parte de la OAIP.

 
Trajo a colación el hecho de que, en las convicciones o acuerdos a los que llega el PFEI, al momento de dictarse sentencia se puede solicitar que se le imponga al convicto el pago de los gastos incurridos por la oficina al procesar el caso, lo cual, según este, se traduce en que los fiscales pueden recobrar del panel sus salarios, sin embargo, no lo hacen.

Por otro lado, mencionó que el PFEI tiene por costumbre procesar casos de personas ya convictas a nivel federal. Lo hacen así porque esos casos ya están investigados, pero ellos los re-investigan por uno (1) o dos (2) años más y vuelven a acusar a nivel estatal. Entonces, luego de todos los procesos antes del juicio, reclasifican los delitos a menos graves y llegan a un acuerdo con la defensa. Entiende que eso no debería ser así y que lo que se debe hacer es practicar el “petite policy”. Esta se refiere a una política interna del Departamento de Justicia federal (DOJ, por sus siglas en inglés), que se aplica cuando una persona ya ha sido acusada en otra jurisdicción por los mismos delitos o actos que también constituyen delitos a nivel federal. Esos casos no se procesan a nivel federal para evitar los gastos en los que incurrirían los tribunales y el propio DOJ. 

 
De otra parte, recomendó que el nombramiento del Director de la OAIP sea a 15 años. También dijo que se debe enmendar la Ley de Grabaciones, ya que es tan difícil ponerla en práctica que los casos terminan por caerse.

Por último, dijo que se necesitan más recursos, tanto electrónicos como de movimiento para combatir la corrupción, y que se debe revisar el asunto de la fianza nuevamente. No obstante, opinó que se debe educar mejor al Pueblo sobre ese aspecto. 
Lcdo. Harry Padilla Martínez 
Finalmente, el Lcdo. Harry Padilla Martínez depuso y de entrada dijo estar de acuerdo con que el PFEI debe desaparecer. También recordó que, en el caso de Morrison v. Olson, 487 US 654 (1988), que tiene que ver con esta figura jurídica, en una opinión disidente, el fenecido Juez Scalia dijo que la facultad de crear fiscales independientes es inconstitucional. 

Por otro lado, mostró preocupación en que la OAIP, al ser totalmente independiente, no responde a nadie (a ninguna rama de gobierno), y señaló que ello también podría ser inconstitucional.  Añadió que hay que definir mejor lo de las ternas para determinar quién, en las organizaciones que se proponen, va a recomendar (ej. los profesores, los estudiantes, etc.).

En cuanto al Artículo 40, sobre la designación al cargo de Fiscal Especial Anticorrupción, considera que lo mejor sería dejarlo en el Departamento de Justicia quien ya tiene la obligación de investigar, pero que al enviar los casos al FEI, lo que hace el Secretario de Justicia es “zapatearse” de su responsabilidad. Cree que la función del Departamento de Justicia es investigar sin importar contra quien lo haga. Esa es su responsabilidad constitucional.

Posteriormente, señaló que el Artículo 41 del P. de la C. 1701 tiene el problema de que ahora se podría investigar a todos los funcionarios públicos y eso es contrario a la naturaleza de los fiscales independientes, pues son para investigar a ciertos funcionarios y solo por delitos relacionados a la corrupción gubernamental. No obstante, hizo hincapié en que eso le debería corresponder al Secretario de Justicia.

De otra parte, señaló que el hecho de que el Director pueda estar divulgando todo lo que hace es peligroso. Eso no es lo mismo que tener la información disponible cuando se le solicite. También señaló que debían revisarse las definiciones de “corrupción”, “empleado” y “funcionario público”. Sobre la presentación de cargos por corrupción mediante el expediente o por meras declaraciones juradas, dijo estar de acuerdo en que no se permitan, pero que también debe aplicarse a ciudadanos comunes.

En cuanto a la OEG, opinó que debe estar separada de la OAIP. Dijo que esta debe existir para educar, prevenir y hacer señalamientos. 

Finalmente, dijo que los fiscales especiales deben acusar solo por delitos contra la función pública y que deben ser confirmados por dos terceras (2/3) partes del Senado y la Cámara de Representantes.  
Memoriales Explicativos
La Comisión también recibió memoriales de los siguientes organismos gubernamentales:
Oficina de Ética Gubernamental 
La Oficina de Ética Gubernamental, representada por su Director, Luis A. Pérez Vargas, sometió su memorial el 22 de agosto de 2023. Sobre el P. de la C. 1701, específicamente, criticó que en su exposición de motivos se señalara el gasto público en que ha incurrido esa oficina en comparación con lo poco que han recaudado en multas. También cuestionó que se trajeran a colación los señalamientos en algunas decisiones del Tribunal Supremo donde se les ha recordado que las meras apariencias no necesariamente conllevan violaciones a la Ley de Ética Gubernamental.
Luego pasó a evaluar la medida citando ciertos artículos que, según este, podrían contener errores o resultan confusos, y que podrían tener el efecto de limitar las facultades y autoridad en las funciones delegadas a la OAIP. También especuló que la nueva estructura que se crearía, a pesar de ser grande y abarcadora, realmente no tendría poderes ni voluntad para combatir la corrupción.

Por otro lado, indicó que los aspectos de la organización de la OAIP requieren una cantidad sustancial de presupuesto para los recursos humanos que se necesitarían. Por ello, opinó que no es necesario eliminar las oficinas existentes, sino reforzar sus herramientas de fiscalización y asignarles más fondos. También dijo que la coordinación que se pretende lograr con la nueva oficina ya existe entre las agencias que el P. de la C. 1701 propone eliminar.
Finalmente, defendió la continuidad de la OEG porque “no es solo un recaudador de multas para el Departamento de Hacienda”, sino que también se encarga de la prevención y de la educación de miles de empleados públicos.  
Oficina del Inspector General
La Oficina del Inspector General (en adelante, OIG), representada por su Directora, Ivelisse Torres Rivera, sometió su memorial el 22 de agosto de 2023. Comenzó reseñando el surgimiento de la figura del Inspector General y cómo ha ido evolucionando a través del tiempo en los Estados Unidos. En nuestra jurisdicción, recordó que la Ley 15-2017 creó la Oficina del Inspector General de Puerto Rico, cuya función principal es llevar a cabo auditorías previas en las compras y adquisición de bienes y servicios de las entidades gubernamentales bajo su jurisdicción. Destacó que sus auditores operan con independencia de criterio porque no son nombrados por jefes de agencias individuales o por juntas de gobierno en corporaciones, sino que trabajan para una agencia que posee plena autonomía.

Sobre el análisis del P. de la C. 1701, alegó que no se habían tomado en cuenta los esfuerzos y acuerdos gubernamentales puestos en vigor para atajar la corrupción pública. Indicó que la medida se alejaba de la tendencia federal de crear más entidades de fiscalización. También resaltó que, en Puerto Rico, el presupuesto asignado para atender la corrupción es menor que en otras jurisdicciones.

Asimismo, señaló que ciertos datos sobre la OIG en la exposición de motivos de la medida son erróneos, a pesar de que fueron provistos por la propia agencia a la Comisión, producto de la Resolución de la Cámara Núm. 42. Luego pasó a evaluar ciertos artículos de la medida y ofreció recomendaciones que la Comisión tomó en consideración. 

Finalmente, dijo no favorecer la aprobación del P. de la C. 1701 porque le preocupa que muchas de las funciones que se le asignan al Director de la OAIP son las mismas que ya tiene la OIG.
Capítulo de Puerto Rico del Instituto de Auditores Internos 
El Presidente del Capítulo de Puerto Rico del Instituto de Auditores Internos, Arturo Avilés Hernández, inició señalando que la organización que representa se fundó en 1973 y que cuenta con 250 miembros. La misma impulsa el valor de los profesionales de la auditoría. Luego pasa a hacer un poco de historia sobre la auditoría interna y recalca que la independencia y objetividad son claves en dichas funciones. Ofreció como ejemplo el Government Accountability Office del Gobierno de los Estados Unidos, cuyo enfoque en estos dos (2) criterios refuerzan la credibilidad de sus evaluaciones y aseguran la integridad en los procesos.

En apretada síntesis, y basado en lo anterior, el Capítulo de Puerto Rico del Instituto de Auditores Internos considera que la Oficina del Inspector General de Puerto Rico (OIG) cumple con los principios de independencia y objetividad y, como tal, no debería ser parte de la Oficina Anticorrupción e Integridad Pública que propone el P. de la C. 1701.  
Oficina del Panel sobre el Fiscal Especial Independiente
El Panel sobre el Fiscal Especial Independiente (en adelante, PFEI), fue citado para vista pública, pero se excusó por lo cual compareció por escrito el 18 de septiembre de 2023. Expusieron que el escenario de procesamientos de casos relacionados con los delitos contra la función pública es uno de naturaleza compleja en los cuales inciden una multiplicidad de factores y circunstancias que están diseminados bajo las competencias de diversos actores que intervienen en los procesos criminales. Asimismo, llaman la atención de que se esté considerando esta medida en una “etapa histórica” del panel, cuando existen múltiples investigaciones y procesamientos de casos de alto perfil. Y añaden que siempre han actuado con la “neutralidad e independencia” que establece la ley, y la disciplina e imparcialidad que exige la ética profesional.

Luego pasan a detallar las partes del proyecto de ley y sostienen que las competencias delegadas a la nueva oficina que se pretende crear tendrían el efecto de menoscabar la autoridad y competencia de las Unidades de Auditoría Interna de los municipios, recientemente legisladas. También opinan que se relevan competencias y jurisdicción del Departamento de Justicia cuando se trate de investigar y procesar delitos contra la función pública.

Por otro lado, consideran contradictorio que, en el caso de los Fiscales Especiales Anticorrupción (distintos a los Fiscales de Corrupción Pública), se disponga que su remuneración sea fijada mediante acuerdo adoptado entre éstos y la OAIP.  Lo anterior, ante el argumento de los costos del sistema actual y la amplia discreción que tendría el Director de la OAIP para sus designaciones bajo el criterio de “cuando el interés público se encuentre mejor protegido con este proceder”.

Sobre la jurisdicción y competencias del PFEI, opinan que la intención de esta medida tendría un impacto inmediato y adverso sobre varios procesos que están ante su consideración, de los Fiscales Especiales Independientes, del Tribunal de Primera Instancia y los Foros Apelativos. Asimismo, consideran que las “apreciaciones o percepciones consignadas en la exposición de motivos podrían provocar improcedentes reclamos en derecho con un alto riesgo de dar paso a la impunidad.”

Posteriormente, resaltan el aspecto histórico de la institucionalidad del PFEI en el Gobierno de Puerto Rico.  Exponen que con la creación de la Oficina del Contralor, la Oficina de Ética, la Oficina del PFEI y la OIG, se conceptualizó un modelo organizacional basado en la independencia y autonomía de las instituciones para viabilizar el mayor éxito en dicha gestión. Esto para justificar que la creación de instituciones independientes, la concesión de autonomía y la integración de esfuerzos, como política pública, ameritan permanezcan de esa manera.

Por otro lado, sostienen que, como los partidos políticos son considerados entes cuasi gubernamentales, y que ninguno de los actuales se comprometió a eliminar el PFEI en sus programas de gobierno, no procede que la Asamblea Legislativa ahora pretenda lo contrario. 

Prosiguen en su análisis señalando que el Tribunal Supremo ha destacado la funcionalidad, razonabilidad, confiablidad y fundamentos para delegar la investigación y procesamiento de casos relacionados con funcionarios ejecutivos de alto nivel al PFEI, y que los actos legislativos anteriores han estado dirigidos a ampliar su jurisdicción y competencia, no a limitarla. Asimismo, sostienen que, según su experiencia, la constitución de un “Panel Colegiado”, en un lugar de un “Director”, como propone la medida, constituye un mecanismo adicional para promover la “corrección del análisis, la objetividad y una supervisión adecuada del proceso”.

También señalan como un acto legislativo trascendental la ampliación de la jurisdicción investigativa actual del PFEI en la tramitación disciplinaria administrativa de los alcaldes y alcaldesas con el posible resultado de una suspensión o destitución de sus puestos. Esto en contraposición a la legislación propuesta, la cual dispone que esa facultad se transfiera al Tribunal, a petición del Director de la OAIP.

De otra parte, en defensa de su gestión, el PFEI sostiene que la corrección de sus determinaciones se mide en función de los resultados, para los cuales alegan que la acción penal se ha sostenido en el 90% de los casos. (No indican qué por ciento de esos casos corresponde a negociaciones donde se reclasificaron los delitos a menos graves). 

En cuanto a la gestión administrativa señalan que han operado sin déficit porque adoptaron medidas de control de gastos, ello, a pesar de que las Órdenes Ejecutivas emitidas por el Gobernador relacionadas con ajustes y restricciones presupuestarias les excluían de su cumplimiento. A su vez, destacaron que el PFEI es la agencia con el más bajo presupuesto de todas las que componen el aparato anticorrupción.

Finalmente, consideran que el PFEI, desde su creación, ha cumplido con su misión y que su eliminación o menoscabo de su independencia, sería un retroceso en la historia. Añaden que dicho proceder abriría la puerta a los peligros del fantasma del abuso de poder, los conflictos de lealtades, y al síndrome de las pasiones y perjuicios por razones políticas, cuyo antídoto fue precisamente su creación en 1988.

Oficina del Contralor de Puerto Rico
La Oficina del Contralor de Puerto Rico (en adelante, OCPR) compareció mediante memorial escrito el 29 de septiembre de 2023. Sobre el P. de la C. 1701 comenzó realizando una defensa de la Oficina del Inspector General (OIG) aduciendo que solo llevaba seis (6) años y medio desde su creación, y que antes ya se había creado y eliminado. Explicó que el rol de esta era intervenir con las entidades públicas, de forma preventiva, y fomentar una sana administración gubernamental. Asimismo, aludió a que, por años, las oficinas de auditoría interna en las agencias gubernamentales habían perdido una cantidad sustancial de los recursos humanos, lo que les hacía muy difícil realizar su trabajo. Por ello, al consolidar en una sola entidad todos los auditores internos de las agencias incluidas bajo la Ley 15-2017, según enmendada, la intención fue “poder utilizar lo más eficiente posible estos recursos”.

Sobre la Oficina de Ética Gubernamental (OEG), repitió la misión y propósito de esta, según su ley orgánica, y añadió que se creó con la clara intención legislativa de que funcionara de forma totalmente autónoma e independiente, con capacidad plena para “operar de forma continua sin intervenciones externas”. Según la OCPR, dicha autonomía administrativa y fiscal es indispensable para ejercer su delicada función.

En cuanto al Panel sobre el Fiscal Especial Independiente (PFEI), señaló que se creó con el propósito de promover y preservar la integridad de los funcionarios e instituciones públicas del Gobierno del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, y para separar, evitar, o aminorar el conflicto que pudiera surgir cuando, por ejemplo, un Secretario de Justicia tenga que acusar a otro miembro del mismo gabinete al que pertenece. 

      
Luego resumió sus propias funciones, es decir, fiscalizar las transacciones relacionadas con la propiedad y los fondos públicos en las tres (3) ramas del Gobierno, pero advirtió que la OCPR no define ni promulga política pública.

En torno a la medida bajo estudio en particular, desde un punto de vista administrativo y funcional, la OCPR entiende que el proyecto tiene algunos aspectos que “resultan interesantes” y que podrían ser estudiados con el propósito de auscultar la posibilidad de incluirlos en la legislación vigente, pero con el aval y consentimiento de las mismas entidades. Cabe señalar que nunca se mencionan en la ponencia cuáles son esos aspectos “interesantes”.

Finalmente, la OCPR señaló no estar de acuerdo con eliminación de tres (3) entidades fiscalizadoras con vasto conocimiento técnico y experiencia para sustituirlas por una (1) sola oficina centralizada con demasiadas funciones. También advirtió sobre la cantidad de fondos que necesitaría la OAIP para operar.
Departamento de Justicia
El Departamento de Justicia (en adelante, DJ) fue citado para la Vista Pública pero se excusó de su participación por lo cual compareció mediante memorial explicativo el 13 de octubre del corriente. Luego de un breve resumen del P. de la C. 1701, comenzaron su análisis destacando el poder constitucional y amplia discreción que tiene la Asamblea Legislativa para promulgar legislación que tenga como propósito proteger y salvaguardar la seguridad, la salud y el bienestar de los ciudadanos. También enumeraron las funciones delegadas al DJ por virtud de la Ley 205-2004, según enmendada.

En cuanto al PFEI, citando jurisprudencia, señalaron que respondió a la necesidad imperativa del Estado de restaurar la confianza del Pueblo en su gobierno y en sus servidores públicos. A tales efectos, se estableció un proceso particular para el procesamiento criminal contra altos funcionarios del Gobierno mediante la figura de los Fiscales Especiales Independientes (FEI). También aludieron al funcionamiento de la Oficina de Integridad Pública y Asuntos del Contralor (DIPAC), adscrita al DJ, dentro de ese esquema. Esta oficina tiene a cargo la tarea de evaluar si, al amparo de las disposiciones de la Ley del PFEI, procede llevar a cabo dicha investigación preliminar y, de proceder, esta tiene la responsabilidad de completarla y emitir sus recomendaciones al Secretario de Justicia, quien a su vez debe remitir su recomendación al PFEI. Y se enfatiza que es a este organismo a quien corresponde concurrir con la recomendación del Secretario de Justicia o de nombrar un FEI para continuar, ampliar y completar la investigación de un caso y procesamiento contra un funcionario sujeto a su jurisdicción.

Sobre la apreciación en la Exposición de Motivos de la medida en cuanto a que el proceder antes descrito derrota el objetivo de la Ley del PFEI porque pone la mayor carga investigativa en los fiscales auxiliares del DJ, este último discrepa. El DJ entiende que la investigación de la DIPAC tiene como objetivo determinar si existe causa suficiente para creer que se ha cometido delito, pero es el PFEI quien debe ampliar y continuar con la investigación y el encausamiento.

Por otro lado, se expresaron sobre la Oficina de Sistemas de Información de Justicia Criminal del Departamento de Justicia (SIJC), la cual tiene a su cargo el Registro de Personas Convictas por Corrupción. Sobre esta oficina, enfatizaron que todo lo relacionado al almacenamiento, la seguridad y el acceso a las bases de datos se rige por legislación federal. En cuanto al Registro, indicaron que originalmente estaba adscrito a la Policía de Puerto Rico, pero que en el 2016 se aprobó una ley para adscribirlo al DJ. Posteriormente, con la aprobación de la Ley 2-2018, según enmendada, conocida como “Código Anticorrupción para el Nuevo Puerto Rico” (en adelante, Código Anticorrupción) todas las disposiciones relacionadas al Registro fueron incorporadas a este nuevo estatuto, incluyendo que se mantuviera bajo la jurisdicción del Departamento de Justicia. Es por esa razón que el DJ entiende que la tarea de administrar y mantener actualizada la información del Registro debe seguir siendo delegada a la Oficina del SIJC del DJ. Incluso añaden que intentar transferir el Registro a la OAIP podría afectar la asignación de fondos federales.

En otros aspectos del proyecto de ley, el DJ expresa que la creación de la OAIP atenta contra el balance que debe existir en el procesamiento de los funcionarios públicos, así como con el derecho a la no autoincriminación. Añaden que conceder a una sola oficina la discreción absoluta de determinar qué procedimiento utilizar en contra de una persona, como sugiere el Artículo 35 de la medida, podría resultar en una aplicación arbitraria de la ley.

De otra parte, el DJ hizo señalamientos sobre los Artículos 13, 40, 49 y 55, los cuales podrían dar lugar a la confusión. La Comisión atendió estas preocupaciones. Tampoco el DJ considera que se deba tipificar como delito menos grave el brindar información o comentar información por un mero descuido y sin intención criminal, ni permitir solicitudes o planteamientos anónimos por el riesgo de que se puedan iniciar procedimientos frívolos o con intenciones maliciosas contra cualquier funcionario. 

Por último, el DJ brindó deferencia a los comentarios sometidos por el PFEI, la OEG y la OIG, aunque manifestó estar en contra de su eliminación. 
Sesión Pública de Consideración Final

La Comisión de Anti-Corrupción e Integridad Pública celebró el 2 de noviembre de 2023 una Sesión Pública de Consideración Final (“Mark-up Session”) para este proyecto de ley, según lo dispone el Reglamento de la Cámara de Representantes. En dicha sesión pública se consideraron las enmiendas debidamente circuladas a los integrantes de la Comisión mediante el envío por correo electrónico de un “Entirillado Electrónico”. No habiendo enmiendas adicionales por los miembros de la Comisión se pasó a la Votación Final.  Establecido el quórum requerido se realizó la Votación Final y se obtuvo la aprobación de la medida mediante el voto afirmativo de los miembros de esta Comisión.
Conclusión

En una de las vistas celebradas por la Comisión Anticorrupción e Integridad Pública para el estudio del P. de la C. 1701, uno de los deponentes declaró que las agencias de gobierno deberían tener fecha de expiración, al asegurar que a veces es necesario reenfocar sus propósitos. Ese es el caso de los organismos anticorrupción que atiende la medida en cuestión, cuyas ejecutorias han estado recientemente en el ojo público debido a los gastos en los que incurren, en comparación con los resultados que consiguen.
Con excepción de la opinión de los organismos de gobierno afectados por la medida sí sometieron memoriales explicativos, el consenso generalizado entre la mayoría de los deponentes es que tiene que haber una reingeniería de las Agencias anticorrupción. En ese sentido, apoyaron la intención del proyecto de epígrafe de consolidar el procesamiento de los crímenes de corrupción en una única entidad, verdaderamente independiente. Si bien hubo algunos reparos a que, por lo menos una de ellas, en específico, la OEG, pasara a formar parte de la nueva Oficina Anticorrupción e Integridad Pública, la mayoría de los deponentes coincidió en que es necesaria una reingeniería del aparato anticorrupción. Ello es así, no solo porque facilitaría atender el tema de la corrupción de una manera organizada y coherente, sino porque, desde el punto de vista administrativo, supone un uso más juicioso y eficiente de los recursos públicos.
En cuanto a la Oficina del Panel del Fiscal Especial Independiente, el consenso fue prácticamente unánime en que debe desaparecer. Bien fuera porque pensaran que la misma respondió a un momento histórico que ya no existe, porque llevan casos inmeritorios, por la desconfianza de la ciudadanía en sus ejecutorias, por la manera en que se contratan los fiscales especiales o hasta por su posible inconstitucionalidad, todos coinciden en que la misma se ha tornado obsoleta e ineficaz.
Otro de los asuntos que surgió repetidamente durante la celebración de las Vistas Públicas lo fue la necesidad de fomentar el elemento educativo en los empleados y funcionarios públicos. Unos fueron más allá al señalar que incluso los contratistas privados deben estar sujetos a ciertos tipos de educación. Otros consideraron que la educación en valores éticos debe comenzar desde la temprana edad e incluirse en el currículo educativo. También hubo algunos que plantearon la necesidad de que se eduque al pueblo en general, de manera que sepan identificar el comportamiento corrupto y denunciarlo. Del mismo modo, se trajo a colación la necesidad de que los funcionarios tengan que tomar cursos de educación continua en Administración Pública, pero más aún, que se pueda medir su efectividad. Asimismo, se planteó que es necesario recuperar el sistema de mérito. 
En definitiva, no cabe duda de que la ética en el servicio público es un elemento trascendental para hacer contrapeso a la corrupción. Esta considera el conjunto de principios y valores para fortalecer, por un lado, las instituciones de gobierno y, por otro, a los funcionarios públicos. La ética puede aprenderse a través del cultivo de valores y de adiestramientos en la prevención de la conducta ilícita. No obstante, si bien existe legislación abundante y agencias para prevenir y combatir el comportamiento antiético y/o corrupto, lo cierto es que el sistema actual se ha reducido a capas burocráticas, descoordinadas y poco eficientes que inciden, por un lado, en la impunidad y, por otro lado, en generar más desconfianza en el Pueblo. 
Como sociedad, tenemos que reconocer que el flagelo de la corrupción ha lacerado y lacera los cimientos de nuestro gobierno. El comportamiento de algunos funcionarios públicos, y también del sector privado, deja mucho que desear, esto a pesar de los esfuerzos legislativos y preventivos que hasta ahora se han llevado a cabo. Pero no tiene por qué ser así. Seguir con el mismo sistema obsoleto no puede ser una opción. A tales efectos, concurrimos con la visión expuesta por la mayoría de los deponentes que participaron del estudio de la medida que nos ocupa, en el sentido de que nuestra respuesta al problema debe ser una clara, contundente e inequívoca. Así, la misma debe estar dirigida a combatir el germen de la corrupción mediante la creación de una nueva estructura unificada, eficiente, eficaz y verdaderamente independiente.
Es por ello, que esta Comisión acogió la inmensa mayoría de los planteamientos y enmiendas presentadas por los deponentes y las ponencias recibidas.  Esta Comisión incorporó definiciones, aclaró lenguaje y realizó un sinnúmero de enmiendas.  Entre ellas, se mantuvo la OAIP como un ente independiente de investigación, encausamiento ético y de delitos de corrupción, pero se mantuvo la OEG con el fin de concentrar sus esfuerzos en la recopilación y análisis de informes financieros y en la educación como método de prevención.  
En conclusión, el Artículo III, Sección 16 de la Constitución del Estado Libre Asociado dispone que la Asamblea Legislativa tendrá facultad para crear, consolidar o reorganizar departamentos ejecutivos y definir sus funciones.  Asimismo, en su Artículo VI, Sección 9 nos impone una responsabilidad de salvaguardar las propiedades y fondos públicos que no podemos eludir. Por tal razón, debemos procurar que la utilización de tales bienes esté exclusivamente dirigida al bienestar general de la ciudadanía. Pero para que ello sea posible, se requiere prevenir, combatir y erradicar la corrupción. En ese sentido, la consideración del P. de la C. 1701 representa un esfuerzo adicional de esta Asamblea Legislativa para cumplir con ese mandato constitucional y rescatar la confianza de la gente en nuestras instituciones.
POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión Anti-Corrupción e Integridad Pública de la Cámara de Representantes de Puerto Rico, previo estudio y consideración, recomienda a este Cuerpo la aprobación del P. de la C. 1701, con enmiendas.  
Respetuosamente sometido,

Héctor Enrique Ferrer Santiago

Presidente

Comisión Anti-Corrupción e Integridad Pública
� El Sr. Johnny F. Rullan, representante de Somos Más no estuvo presente en el dialogo, sin embargo, presentó una ponencia en unión a Issel Masses Ferrer de Sembrando Sentido.
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